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Víctor Gautier Fernández es un joven historiador del derecho de la 
Universidad de Cantabria. Su tesis sobre la Real Audiencia y Chancillería 
de Valladolid y su sala de gobierno la dirigió el catedrático Juan Baró. El 
presente libro es consecuencia de una investigación reciente, llevada a cabo 
en el contexto de la colaboración entre el Parlamento, la Universidad de 
Cantabria y su Facultad de Derecho. Se trata de un cierto giro disciplinar 
porque el autor se acerca con tino e inteligencia a la historia jurídica con-
temporánea. Y lo hace en un terreno fértil y hasta hace poco patrimonio del 
derecho administrativo y constitucional: la historia de nuestro Estado auto-
nómico, una historia compleja pero cuyo análisis atento puede revelar, me 
parece a mí, debilidades y fracasos recientes. El lector no necesita ejemplos.  

De unos años a esta parte, la doctrina se está centrando en una 
historia casi arqueológica de la descentralización del Estado. Una his-
toria que, como ha mostrado Carlos Garrido López en su extraordinario 
libro, no se enraíza solo en los momentos jurídicos y políticos de la Tran-
sición, sino que tiene un sostén social previo poco estudiado. Y es que, 
desde la década de 1960, tanto la Universidad como el empresariado 
venía poniendo de relieve las insuficiencias del centralismo para afrontar 
los retos económicos y administrativos a los que se enfrentaba España1. 
El floreciente dinamismo social no solo venía de la economía, sino de la 

1 Garrido López, Carlos (2023). Del centralismo a la generalización de las autonomías. 
La práctica del principio dispositivo, Aranzadi: Cizur Menor. 
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propia ciudadanía: diversas formas de asociacionismo mostraban el con-
vencimiento de que la autodeterminación democrática tendría un mejor 
despliegue en instituciones cercanas que gestionaran más eficazmente 
los intereses. Por lo tanto, como muestra Gautier en este documenta-
do trabajo, el experimento autonómico cántabro pudo, aparentemente, 
legitimarse en una tradición histórica inventada, pero lo que llevó a las 
élites de la por aquel entonces provincia de Santander a separarse del 
régimen preautonómico de Castilla y León y emprender un camino propio 
fue la defensa de una energía económica y productiva que hoy, desgra-
ciadamente, parece en declive. Sin contrafácticos —¿qué habría sido de 
Cantabria integrada en Castilla y León o bajo otra forma de regionalismo 
administrativo?— también parece razonable preguntarse por el éxito de 
la operación desde este punto de vista, pues Cantabria ha descendido 
drásticamente su peso en la economía española desde que se convirtió en 
Comunidad Autónoma (alrededor de una cuarta parte de su PIB).

El libro se centra en una institución muy desconocida pero que tuvo 
réplicas con distintas formas y denominaciones en otras provincias que 
aspiraban a convertirse en región tras la inteligente recuperación de la 
Generalitat por parte de Suárez en 1977: la Junta de Parlamentarios de 
Cantabria. Para abordar la investigación, el autor hace suyo el paradigma 
institucionalista. Como se sabe, en el derecho público —y privado— el ins-
titucionalismo surgió en Italia y Francia a finales del siglo XIX con la in-
tención de discutir la preminencia de la teoría de los derechos subjetivos 
del liberalismo. En Alemania, por ejemplo, esta teoría se desarrolló des-
pués como garantía frente al legislador y los excesos del parlamentarismo. 
Sin embargo, el enfoque adoptado por Gautier tiene que ver con el insti-
tucionalismo analítico que, confrontando lo formal y lo informal, detecta 
la influencia de órganos no juridificados en el curso de la realidad. Por 
eso su metodología es variada y sugerente: no se trata solo de buscar en 
la bibliografía y los archivos municipales y autonómicos, sino de recurrir 
a la historia oral, fotográfica, periodística y otras fuentes que muestren la 
fuerza regional de uno de los pocos territorios que siguió al pie de la letra 
el acceso a la autonomía previsto en la Constitución (arts. 143 y ss. CE). 

La Junta de Parlamentarios de Cantabria, puesta en marcha des-
pués de las elecciones de junio de 1977, estaba conformada por dipu-
tados y senadores de la provincia de Santander y tuvo como principal 
misión encauzar políticamente la autonomía de Cantabria. Fracasó en su 
principal objetivo, que no era otro que la concesión de la preautonomía 
por parte del Ministerio que encabezaba Manuel Clavero, pero tuvo éxi-
to a la hora de separarse del régimen preautonómico de Castilla y León 
y poner las bases de la identidad de la actual Cantabria, decidiendo el 
nombre, la bandera y espoleando a los actores institucionales llamados 
a protagonizar el acceso a la autonomía de la provincia: ayuntamientos 
y Diputación provincial. En este aspecto, me gustaría llamar la atención 
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sobre una de las virtudes del libro: el rastreo detallado y atento de la 
continuidad organizativa entre el antiguo régimen franquista y las nuevas 
instituciones de la democracia. Otra muestra más de que la Transición 
fue un experimento donde se rechazaron las revoluciones jurídicas en be-
neficio de soluciones reformistas que encauzaran el espíritu democrático 
y autonomista que antes de la muerte del dictador ya se hallaban en la 
mentalidad de la sociedad española. 

El estudio institucional de la Junta se hace dando cuenta detallada 
de su composición, organización y competencias. Pero ¿cómo deducir 
una naturaleza jurídica de un órgano que se constituyó sin norma previa 
que lo habilitara o reglamento interno de funcionamiento? En mi opinión 
este es un desafío notable del que Gautier sale airoso con una definición 
final adecuada en la que se mezclan la legitimidad y la legalidad que pro-
duce la fuerza normativa de los hechos (George Jellinek): estaríamos ante 
un órgano de hecho que, sin embargo, se reunía y operaba como si fuera 
una institución; actuaba como representación popular expresada por el 
electorado montañés en junio de 1977 y, por último; se constituyó por 
el esfuerzo colectivo en la provincia para reivindicar un régimen jurídico 
transitorio. Para llegar a esta definición descriptiva se estudian perfiles 
biográficos, lugares y, sobre todo, las actas dejadas por la propia Junta, 
que el autor descubre en una actitud genealógica que ofrece multitud de 
materiales para diversas disciplinas jurídicas y sociológicas. Las actas y 
otros materiales están reproducidas al final del libro.

Para un constitucionalista, por ejemplo, el libro tiene una riqueza 
en forma de datos e interpretaciones que obliga a la matización de varias 
de sus parcelas de estudio. Desde la perspectiva de la teoría del poder 
constituyente, me parece evidente que la tesis de un poder racional y 
fundacional —tal y como sigue explicándose, por cierto, en la aulas— se 
puede ver desplazada por los enfoques funcionalistas que matizan la idea 
de una democracia traída exclusivamente “desde arriba”. La Constitu-
ción española se hizo sin una Cámara legislativa regida por el principio 
de exclusividad —modelo de convención americano o francés— y con un 
Gobierno haciendo políticas constituyentes. No otra cosa fueron los regí-
menes preautonómicos que condicionaron decisivamente la no existen-
cia de un mapa autonómico en la Norma Fundamental, regímenes que 
funcionaron como forma de constitucionalismo evolutivo y que, en buena 
medida, inyectaron al sistema territorial y democrático posterior un ca-
rácter inacabado y con aire confederal. 

En nuestro país, Eloy García es quien más y mejores esfuerzos ha 
realizado a la hora de releer la Transición como una forma constituyente 
evolutiva2. Tres serían las características principales de este poder cons-

2 García, Eloy (2013). Apuntes para una relectura heterodoxa de la transición política 
española. Estudios de Deusto, Vol. 61, nº 1, pp. 127 – 153. 
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tituyente. La primera, la inserción de la producción constitucional en un 
tiempo histórico que atendería más a la idea de ciclo que de crisis. Así 
las cosas, la Constitución de 1978 sería el resultado de un tiempo nuevo, 
que comienza en 1939 con la dictadura franquista y que estaría caracte-
rizado por la despolitización y el uso desnudo de la fuerza ante la evidente 
falta de formas alternativas de legitimidad a la democracia3. 

La segunda característica haría referencia al sujeto constituyente. 
Pese a lo afirmado habitualmente y a lo reconocido en la propia Norma 
Fundamental (art. 1.2 CE), no habría sido el pueblo sino la sociedad es-
pañola la protagonista del proceso abierto tras la muerte de Franco. La 
sociedad, como demuestra sobradamente Gautier en este libro, era ya 
sujeto plural y moderado que en su mayoría no quería revoluciones, sino 
una Constitución que estabilizara la política y articulara jurídicamente 
las libertades de los modernos que se habían ido consolidando a partir 
de la modernización económica de la dictadura. Por supuesto, esta visión 
no encaja con la abundante literatura crítica de la Transición destinada a 
minimizar la participación de la ciudadanía en el proceso constituyente.  

La tercera característica es bien conocida: la Constitución de 1978 
nació de un proceso y no de un poder constituyente tradicional. No solo 
porque no existió una ruptura con las Leyes Fundamentales del fran-
quismo o porque la Ley de la Reforma Política de 1977 fuera una especie 
de Constitución provisional, sino porque la sociedad española actuó con 
autonomía y no con soberanía. El derecho constitucional apareció como 
un punto de equilibrio sistémico en el que confluyen diversos intereses 
plurales y cuya función primordial era dar conocimiento general de cuá-
les eran los factores que operaban en la realidad y en cómo podían ser 
conducidos4. La Constitución española, sobre todo en el ámbito territorial 
(lo que incluye la integración europea), fue producto de un proceso cons-
tituyente evolutivo que, en cierta forma, renunciaba a dominar la marcha 
de los acontecimientos. Lo ocurrido en Cantabria y relatado en este libro 
así lo atestigua: el Ministerio de las Regiones integró a Santander en el 
régimen preautonómico de Castilla y León —como a la provincia de Lo-
groño, por cierto— y las élites locales, la opinión pública y la ciudadanía 

3 Véase, en tal sentido, García, Eloy (2022). Prefacio. En Pérez Serrano, Nicolás La 
Constitución de 1931, Tecnos: Madrid. Asimismo, la Constitución de 1931 no sería 
tampoco un acto político revolucionario, sino la culminación de un ciclo constitucional 
largo iniciado en 1812 y que tendría como objetivo incorporar a España en el debate 
y concreción del derecho constitucional moderno. En gran medida, el concepto de 
ciclo y no de constitucionalismo de partido, para describir las vicisitudes del siglo XIX, 
puede vislumbrarse en el último libro del gran maestro español en la materia, Valera 
Suanzes – Carpegna, Joaquín y Fernández Sarasola, Ignacio (Ed. Lit.) (2020). Historia 
constitucional de España: normas, instituciones, doctrinas, Marcial Pons: Madrid.  

4 Apuntado desde el punto de vista de la teoría de la norma, por Requejo Pagés, Juan 
Luis (1998). Las normas preconstitucionales y el mito del poder constituyente, CEPC: 
Madrid. 
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cántabra decidieron seguir su propio camino a despecho de lo previsto 
verticalmente por la UCD y el propio Gobierno central.  

Pero no nos quedemos aquí. En mi opinión, el producto de un proce-
so constituyente evolutivo es una cierta Constitución evolutiva. Ello tiene 
dos consecuencias de notable importancia: la primera, que la Constitu-
ción ya no puede satisfacer la pretensión moderna de dirigir toda la rea-
lidad de forma exhaustiva. La Constitución ayuda a conducir y poner en 
relación estable intereses, procesos y ordenamientos. Tiene una dimen-
sión nodal y no propiamente originaria y fundante que tiene que abrirse 
a una fragmentación en relación con las fuentes del derecho. Su función 
hoy, como ha señalado Miguel Azpitarte, es principalmente ayudar a se-
leccionar la norma aplicable en los casos que se presentan5. La segunda 
es quizá más polémica: el desfallecimiento de la fuerza normativa no ha 
sido sólo producto de unas circunstancias históricas determinadas, de 
un devenir político y social, sino de un diseño que conduce a normativi-
dades variables. La Constitución española cuenta con espacios norma-
tivos fuertes y débiles: entre los primeros, por ejemplo, la parte orgánica 
de la Norma Fundamental. Entre los segundos, la integración de España 
en la Unión Europea (art. 93 CE), el reconocimiento y garantía de los 
derechos fundamentales y, en lo que a nosotros nos interesa, el Estado 
autonómico6.  

Este libro, por tanto, como otros trabajos académicos de jóvenes 
investigadores y profesores que están profundizando en nuestra historia 
contemporánea territorial, a menudo con acercamientos más sofisticados, 
como el aquí expuesto, ayudan a abrir nuevos enfoques en disciplinas 
adyacentes. Las consecuencias no son banales, desde luego. Por ejemplo, 
se atisba que el principio dispositivo, en sus diferentes manifestaciones 
constitucionales, ha sido la consecuencia lógica de la sustitución de la 
decisión constituyente basada en la soberanía clásica por el consenso 
constitucional basado en una nueva teoría de la democracia. Esta 
sustitución atribuyó un protagonismo innegable a lo constituido en la 
concreción y articulación del modelo de descentralización, resultado del 
empuje social durante la Transición y de la cooperación natural entre los 
partidos una vez entró en vigor la Constitución. 

5 “Hoy, la Constitución carece de contenidos suficientes para regular y ordenar los 
fenómenos políticos y sociales más relevantes. Esta pérdida de normatividad pone 
en cuestión la capacidad de la Constitución para forjar la unidad de una comunidad 
política. O, al menos, hace evidente que la Constitución es uno más de los elementos 
materialmente constitucionales que se proyectan sobre la organización del Estado y 
la Sociedad”, Azpitarte Sánchez, Miguel (2012). Epílogo. Konrad Hesse en el siglo XXI. 
En Hesse, Konrado Escritos de Derecho Constitucional, Fundación Coloquio Jurídico 
Europeo – CEPC: Madrid, p. 269. 

6 García, Eloy (2021). La doble normatividad de la Constitución de 1978: la Transición 
como momento evolutivo del ser social español, Araucaria. Revista Iberoamericana de 
Filosofía, Política, Humanidades y Relaciones Internacionales, nº 47, pp. 292 y 293. 
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Pero cuanto más nos hemos ido alejando del 6 de diciembre de 1978, 
más se nos ha olvidado que el consenso era no solo el resultado de un 
esforzado pacto inicial e inacabado que integraba distintas concepciones 
del pluralismo, sino la premisa de una democracia territorial que solo po-
día perdurar si los conceptos constitucionales atesoraban una semántica 
política común. El profesor Gautier nos ayuda a recordarlo.     
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